2

A PROPÓSITO DE LAS PRIMAS DEPARTAMENTALES DE LOS EDUCADORES DE ANTIOQUIA.... LAS DEMANDAS ANUNCIADAS DEL DR. JORGE HUMBERTO VALERO SON UN ENGAÑO PARA LOS 5.000 MAESTROS QUE TENÌAN ESE DERECHO Y YA LA JUNTA DIRECTIVA LE REGALO 100 MILLONES DE PESOS.
Por: Gabriel Raúl Manrique - Expresidente de Adida - Ex ejecutivo de Fecode - Abogado Especialista en Derecho Administrativo – Libre Pensador Independiente.
                         (Por favor saca 10 minutos de tu tiempo y leeme)
En el  programa  Despertar Educativo T. V. del 22 de abril, el Dr. Valero equivocadamente sigue insistiendo en realizar diferentes acciones jurídicas para recuperar esas primas después de la Sentencia del Consejo de Estado del pasado 12 de abril de 2018, que declaró nulas las Ordenanzas y el Decreto 01 bis de 1981, que las creó, muy respetuosamente consideró sin lugar a equívocos, que eso es "un engaña bobos" , “un pataleo de ahogado”, eso ya no es posible, pues ya hay cosa juzgada al respecto, no quieren más que, embolsillarse los 200 millones de pesos que le va a regalar la Junta  Directiva de Adida de manera irresponsable, ya le entregaron 100 millones,  eso es un tumbis, "un atraco a mano armada" y los directivos que hoy dirigen a Adida, son unos inocentes neófitos, que no buscan otros conceptos al respecto, ya se dejaron atracar, repito, ya hay cosa juzgada del más alto tribunal Contencioso Administrativo del país, esas ordenanzas, que crearon  las primas departamentales, muy contra nuestro querer,  salieron del ordenamiento jurídico colombiano, esos actos administrativos ya no existen, fueron declarados nulos por creación ilegal de la Asamblea Departamental en su momento, pues no tenía facultades para crearlas, según el fallo en comento,  murieron con la expedición de esa sentencia del Consejo de Estado, es COSA JUZGADA, están regalándole la plata a Valero, eso podría calificarse como una conducta inmoral y anti ética de un profesional del derecho del prestigio de Humberto Valero y los directivos se prestan a ese engaño y todo el mundo calla, se ha podido ver ! tanta ignorancia ! entre los dirigentes sindicales del Magisterio de Antioquia que hicieron ese regalo, son ciegos o es que hay un  negocio escondido entre el abogado y los dirigentes que hoy administran a Adida para apropiarse de esos diremos y partir la marrana? por favor no se dejen engañar tan miserablemente, sean pensantes, analíticos, reaccionen, soliciten el reembolso del dinero pagado, es un engaño jurídico.
ACCIONES JURIDICAS ANUNCIADAS POR EL DR. JORGE HUMBERTO VALERO EN EL PROGRAMA DE T.V.

1.ACCIÒN DE TUTELA:

Entiendan que las Acciones de Tutelas en estos casos los Jueces siempre las declaran IMPROCEDENTES, porque ya hay COSA JUZGADA, y por lo tanto no hay violación a ningún derecho fundamental, finalidad principal de este mecanismo jurídico: Garantizar y proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos.
1.1. ACCIÒN DE TUTELA POR VÌA DE HECHO CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES: 

Pues, muy respetuosamente les recuerdo que, esta acción solo puede ser ejercida en aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carece de fundamento objetivo, siendo sus decisiones el producto de una actitud arbitraria y caprichosa que trae como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de la persona, incurriendo de esa manera en una “vía de hecho”.
Es una figura jurídica que implica que una decisión judicial debe ser contraria a la Constitución y a la Ley, desconociendo la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza del proceso y según las pruebas aportadas al mismo, en el caso de los actos administrativos que crearon las primas departamentales, fueron declarados nulos, porque fueron creados inconstitucionalmente, según la sentencia del Consejo de Estado, por lo tanto este instrumento jurídico tampoco es procedente en este caso, no tiene cabida. 
Sin embargo, no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, en especial cuando el interesado tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; puesto que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial.

De conformidad con los art. 86 de la Carta Política y 5 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridad públicas y particulares, que haya violado, viole o amenace violar derechos fundamentales, en razón a que la misma fue concebida para solucionar aquellas situaciones de hecho que impliquen la amenaza o vulneración de un derecho fundamental, es decir, que sólo procede en aquellos eventos en los cuales el sistema jurídico no ha concebido ningún otro mecanismo de defensa que pueda ser invocado frente a las autoridades judiciales para proteger el derecho, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual sus efectos son temporales quedando supeditado a lo que se resuelva de fondo por la autoridad competente, en el proceso de anulación de las primas departamentales, no existe un solo indicio que se haya presentado violación a derecho fundamental alguno, pues el debido proceso, el de defensa y contradicción se ejercieron en debida forma, tanto es así, que la Asociación de Institutores de Antioquia – Adida, intervino en el proceso a través  de un abogado apoderado (no sé, si fue el mismo Valero u Osman Hipólito Roa, en la sentencia no se dice el nombre) y nunca alejo que se hubiese presentado violación a algún derecho fundamental.
No obstante, la jurisprudencia ha señalado que la acción de tutela contra Providencias Judiciales sólo es procedente ante la existencia de una vía de hecho como mecanismo excepcional por vulneración de derechos fundamentales inherentes a los fallos judiciales, con el valor de cosa juzgada de las sentencias y con la autonomía e independencia que caracteriza a la jurisdicción en la estructura del poder público, lo que la convierte en una acción garantista constitutiva de elementos dogmáticos y operativos que legitiman su procedencia contra Providencias Judiciales, pero improcedente contra sentencias judiciales que pongan fin a un proceso o actuación.

¿Cuáles son los requisitos de procedibilidad de la Acción de Tutela, cuando se dirige contra Decisiones Judiciales?
– Que el asunto objeto de debate sea de evidente relevancia constitucional.

– Que se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial, tanto los ordinarios como extraordinarios, de que disponga el afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable.

– Que se cumpla el requisito de inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental.

– Cuando se trate de una irregularidad procesal que tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y que afecte los derechos fundamentales de la parte actora.

– Que quien solicite el amparo tutelar identifique debidamente los hechos que generaron la vulneración y los derechos afectados y que hubiere alegado tal vulneración dentro del proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible (Dra. María del Pilar Osorio Sánchez).

Pregunta 1: ¿Bajo estas perspectivas podría usted Dr. Valero, garantizarle al magisterio antioqueño esta acción jurídica para recuperar las primas departamentales?.
2. ACCIÒN DE CUMPLIMIENTO:
La acción de cumplimiento es un mecanismo consagrado en la Constitución, cuyo objetivo es asegurar que las leyes no se queden en el papel, sino que se cumplan en la realidad. Es una especie de hermana gemela de la tutela.
¿Para qué sirve? La acción de cumplimiento sirve para que los ciudadanos hagan efectiva la aplicación de una ley o norma que consideren que no se respeta en su barrio, comunidad, edificio, conjunto residencial, localidad o en la administración oficial y cuyo incumplimiento genera graves perjuicios a sus derechos.
Su diferencia con la tutela radica en que mientras la acción de cumplimiento sirve para hacer efectivas las leyes, la tutela protege los derechos fundamentales de una persona, la vida, la salud, la educación, entre otros cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad, en ese mismo orden de ideas, si se entablara esta acción, cúal ley alegaría el Dr. Valero, que se estaría violando? si el motivo de la declaración de nulidad de las ordenanzas fue la violación en su creación a la PROPÍA CONSTITUCIÓN NACIONAL, norma jurídica muy superior a las leyes, por lo tanto esta acción tampoco cabria en este caso particular.
Cualquier persona puede presentar la acción de cumplimiento ante Los jueces administrativos y los tribunales administrativos son los únicos competentes para conocer de la acción.
También lo podrán hacer las organizaciones sociales; las organizaciones no gubernamentales y los servidores públicos; en especial el Procurador General, los procuradores delegados, regionales y provinciales, el Defensor del Pueblo y sus delegados, los personeros municipales, el Contralor General, los contralores departamentales, distritales y municipales.
Al respecto se ha manifestado la Honorable Corte Constitucional, en reiteradas sentencias, entre otras las siguientes:
-Sentencia C-158/98 
(….)

“ACCION DE CUMPLIMIENTO – Finalidad.
 
Lo que se persigue con la acción de cumplimiento, no es otra cosa que la verificación real del querer del legislador. Pretende que lo que la voluntad popular estimó como justo o conveniente, se lleve a cabo, se realice externamente. Por ello se concibe como un mecanismo para hacer efectiva la ley y también los actos administrativos, en cuanto éstos son desarrollo y concreción de aquella.
-Sentencia C-157/98
(….)
 
“ESTADO SOCIAL DE DERECHO - Eficacia de las leyes y los actos administrativos es un deber social del Estado.
 
         ACCION DE CUMPLIMIENTO-Objeto y finalidad
 
El objeto y finalidad de la acción de cumplimiento es otorgarle a toda persona, natural o jurídica, e incluso a los servidores públicos, la posibilidad de acudir ante la autoridad judicial para exigir la realización o el cumplimiento del deber que surge de la ley o del acto administrativo y que es omitido por la autoridad, o el particular cuando asume este carácter. De esta manera, la referida acción se encamina a procurar la vigencia y efectividad material de las leyes y de los actos administrativos, lo cual conlleva la concreción de principios medulares del Estado Social de Derecho, que tienden a asegurar la vigencia de un orden jurídico, social y económico justo.
 
  ACCION DE CUMPLIMIENTO - Es un derecho de toda persona
 
La acción de cumplimiento que consagra el artículo 87 de la Constitución, es el derecho que se le confiere a toda persona, natural o jurídica, pública o privada, en cuanto titular de potestades e intereses jurídicos activos frente a las autoridades públicas y aún de los particulares que ejerzan funciones de esta índole, y no meramente destinataria de situaciones pasivas, concretadas en deberes, obligaciones o estados de sujeción, demandados en razón de los intereses públicos o sociales, para poner en movimiento la actividad jurisdiccional del Estado, mediante la formulación de una pretensión dirigida a obtener el cumplimiento de una ley o de un acto administrativo que ha impuesto ciertos deberes u obligaciones a una autoridad, la cual se muestra renuente a cumplirlos. 
 
(….)

 
ACCION DE CUMPLIMIENTO - Derechos que protege
 
La acción de cumplimiento está orientada a darle eficacia al ordenamiento jurídico a través de la exigencia a las autoridades y a los particulares que desempeñen funciones públicas, de ejecutar materialmente las normas contenidas en las leyes y lo ordenado en los actos administrativos, sin que por ello deba asumirse que está de por medio o comprometido un derecho constitucional fundamental. En efecto, la misma Ley 393 de 1997 en su artículo 9o. señala que la acción de cumplimiento es improcedente cuando de lo que se trate sea de la protección de derechos fundamentales, pues de acudirse a dicha acción con este propósito a la respectiva solicitud debe dársele el trámite prevalente correspondiente a la acción de tutela.
Pregunta 2: Nuevamente le reitero ¿Bajo estas perspectivas podría usted Dr. Valero, garantizarle al magisterio antioqueño esta acción jurídica para recuperar las primas departamentales?.
3. DEMANDA DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO: 
Igualmente en las demandas contenciosas de Nulidad y Restablecimiento del Derecho los Jueces Administrativos cuando ya hay COSA JUZGADA, generalmente,  las declaran como INEPTA DEMANDA, y viene el riesgo de que al maestro demandante lo puedan SANCIONAR EN COSTAS (es decir, en dinero, de uno a dos salarios mínimos legales mensuales, eso no lo dice Valero ni los directivos negociantes de Adida a los maestros, pues solo les interesa la platica) por ser UNA DEMANDA TEMERARIA, se dan cuenta las implicaciones que esto tiene? O sea que, “por ir por lana, los maestros van a salir trasquilados”, pero el abogado y los directivos “negociantes”, nada les importa las consecuencias que esto tenga, sino solo recibir el billete y punto.

PREGUNTAS NECESARIAS AL DOCTOR JORGE HUMBERTO VALERO:

Pero además es importante en esta coyuntura y ya declaradas nulas las ordenanzas y el Decreto departamental en cuestión, con todo respeto, es pertinente formularle al Dr. Jorge Humberto Valero, las siguientes preguntas:

¿En un porcentaje del 1 al 10, en cuanto garantiza usted, que se puedan recuperar las primas departamentales, incoando las acciones jurídicas manifestadas por usted en el Programa de T.V. del día 22 de abril de 2018?

¿ Si usted se encuentra tan seguro, con las acciones jurídicas que va a entablar en harás de recuperar estas primas, estaría usted dispuesto en asumir las SANCIONES EN COSTAS que se puedan venir en contra de los maestros, si se pierden las demandas?
¿Muy a sabiendas de su parte, que las 5.000 demandas de nulidad y restablecimiento del derecho que hipotéticamente usted va a entablar deben ser ante los Juzgados Administrativos de Medellín, con qué infraestructura dispone usted en esta ciudad para tramitar y atender ese monto de demandas en cuanto a: Organización de los paquetes para radicar cada una de las demandas, pues, no lo puede hacer masiva ni colectivamente; estar pendiente de las admisiones o inadmisiones de cada una de las demanda (subsanar estas últimas); asistir a cada una de las 5.000 audiencias iniciales de esas demanda (sino asiste lo sancionan con dos salarios mínimos legales mensuales); presentar los alegatos de conclusiones de cada demanda; apelar cada una de las sentencias falladas en contra de las demandas (se supone que van a ser muchas, por lo que ya conocemos del fallo de declaratoria de nulidad del Consejo de Estado); las anteriores etapas duran entre un año y año y medio en primera instancia y pasan en segunda instancia al Tribunal Administrativo de Antioquia por el mismo tiempo anterior, con cuantos funcionarios y abogados cuenta usted para todo lo anterior, si actualmente no cuenta ni con una oficina en Medellín? Y también, como va a hacer todo lo anterior con las demandas de la zona de Urabá, que por competencia deben tramitarse en los Juzgados Administrativos de Turbo? ¿ Va usted a abrir oficina en ese municipio, con cuantos funcionarios y abogados para hacer los seguimientos de los proceso?  ¡báilame ese trompo en la uñita ¡
Agréguele a todo lo anterior, que usted, antes de incoar las demandas primeramente tiene que presentar en cada una las entidades certificadas de Antioquia (Departamento, Medellín, Bello, Itagüí, Envigado, Sabaneta, Rionegro, Turbo y Apartado) 5.000 o más derechos de peticiones para poder provocar los actos administrativos que nieguen el derecho al pago de las primas departamentales, para poder agotar la vía gubernativa y proseguir a solicitar otras 5.000 o más Conciliaciones Prejudiciales ante la Procuraduría Delegada para asuntos Administrativos de Medellín y Turbo, las cuales son requisitos de procedibilidad para presentar las demandas de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. ¿Posee usted, Dr. Jorge Humberto Valero, los recursos físicos y personal para realizar estas diligencias ¿ ¡Respóndale al magisterio con sinceridad¡
Pregunta 3: Nuevamente le insisto ¿Bajo estas perspectivas podría usted Dr. Valero, garantizarle al magisterio antioqueño esta acción jurídica para recuperar las primas departamentales?.

RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN:
De contera, podría aducir, aunque no lo manifestó el Dr. Valero en su intervención televisiva, que, recurriría al Recurso Extraordinario de Revisión de la sentencia en mención ante la Plenaria del Consejo de Estado con base en el Artículo 252 del Código de Procedimiento y Contencioso Administrativo, con el objeto de buscar el restablecimiento de las primas departamentales, pero con el agravante que solo se puede acudir a este recurso en unas condiciones muy especificas y especiales, al respecto a manifestado la Honorable Consejo de Estado:
(….)

“Las sentencias susceptibles del recurso son “(i) las dictadas por las Secciones y Subsecciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado; (ii) las dictadas en única, primera o segunda instancia por los Tribunales Administrativos y (iii) las dictadas en primera o segunda instancia por los Jueces Administrativos, cuya naturaleza permita la interposición de tal recurso. Para su formulación deben atenderse los requisitos de las demandas ordinarias indicados en el artículo 252 del CPACA. Especialmente, el recurrente deberá señalar con precisión y justificar la causal o las causales del artículo 250 ibídem en que se funda el recurso y aportar las pruebas necesarias. La técnica del recurso exige real correspondencia entre los argumentos en que se fundamenta y la causal invocada, de forma tal que prescinda de elucubraciones dirigidas a atacar las motivaciones jurídicas o los juicios de valor que soportaron la decisión adoptada en la sentencia recurrida ni mucho menos a corregir errores u omisiones de la propia parte, cual si se tratara de una nueva instancia. En otras palabras, el recurso extraordinario de revisión no da cabida a cuestionamientos sobre el criterio con que el juez interpretó o aplicó la ley en la sentencia. Antes bien, es riguroso en cuanto a su procedencia, pues se restringe a las causales enlistadas en el mencionado artículo 250 del CPACA. Por ello, en este escenario, la labor del juez no puede exceder la demarcación impuesta por el recurrente al explicar la causal de revisión de la sentencia, que deberá ser examinada dentro de un estricto y delimitado ámbito interpretativo”. (Sentencia – Radicado: 11001-03-28-000-2016-00070-00 del 16 de enero de 2017 – M.P. Alberto Yepes Barreiro). 
(…..)

Este medio de impugnación es una excepción al principio de inmutabilidad de las sentencias que hacen tránsito a cosa juzgada, pues con él se abre la posibilidad de controvertir un fallo ejecutoriado, siempre que se configure alguno de los eventos consagrados en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo. De la lectura de estos últimos se desprende que el objeto del recurso es procurar el restablecimiento de la justicia material de la decisión, cuando quiera que esta última ha sido afectada por situaciones exógenas que no pudieron plantearse en el proceso correspondiente, pero que, a juicio del legislador, revisten tal gravedad que autorizan romper el principio de la cosa juzgada.

Limitado a causales enumeradas taxativamente y se debe señalar con claridad y exactitud cuáles son los motivos y especialmente los hechos que el sirven de fundamento este recurso no es una oportunidad para reabrir un debate propio de las instancias, ni para suplir la deficiencia probatoria. Tampoco es un medio para cuestionar los fundamentos jurídicos de las providencias. Es decir, el recurso extraordinario de revisión no puede servir para cuestionar la actividad interpretativa del juez o para corregir errores in iudicando, sino que fue consagrado para discutir y ventilar hechos procesales específicos que, o incidieron indebidamente en la decisión mediante la cual se resolvió el litigio –como es el caso de los documentos falsos o adulterados-, o no pudieron ser tenidos en cuenta a pesar de ser determinantes para la misma –como ocurre con las pruebas recobradas o la aparición de una persona con mejor derecho-, o fueron sobrevinientes a la decisión y hacen que esta última carezca de razón de ser – como en el caso de la causal cuarta-, o deben poder ser objeto de examen judicial –como cuando existe una nulidad originada en la sentencia y esta no era objeto de recurso de apelación-. En otros términos, el recurso busca revertir decisiones que fueron ganadas injustamente, esto es, por medios ilícitos o irregulares, pero no para tratar de enmendar lo que, en términos legales y jurisprudenciales se conocen como errores judiciales, es decir, los casos de inadecuada valoración de las pruebas (error de hecho), falta de aplicación de la norma correspondiente o indebida aplicación de la misma (error de derecho). (…) por ser un recurso extraordinario cuya procedencia está limitada a causales taxativamente enumeradas, quien lo ejerce tiene la elemental obligación de indicar con precisión cuál es la invocada y, más allá de ese formalismo, debe señalar con claridad y exactitud cuáles son los motivos y especialmente los hechos que le sirven de fundamento y la configuran. (Sentencia Radicado 25000-23-26-000-1999-00319-01(26239) del 29 de abril de 2015 – M.P. Danilo Rojas Betancourth.
Pregunta 4. Finalmente, ¿Bajo estas perspectivas podría usted Dr. Valero, también garantizarle al magisterio antioqueño esta acción jurídica para recuperar las primas departamentales?.

Cordialmente, 
Gabriel Raúl Manrique - Expresidente de Adida - Ex ejecutivo de Fecode - Abogado Especialista en Derecho Administrativo – Libre Pensador Independiente.
Favor reenviar este correo a tus colegas maestros. Pues como pueden ver esas acciones anunciadas ya no son factibles, es "un engaña incautos". (puedes subirlo a todas las redes sociales, imprimirlo, repartirlo y publicitarlo por todos los medios).
POSTDATA:

¡CARAMBA¡ Como se explica que los directivos negociantes, salieron corriendo a entregarle 100 millones de pesos a Valero de la finanzas del sindicato “en menos de lo que canta un gallo” y ya le tienen listos los otros 100 millones prometidos, pero en estos últimos 8 años de administración de Adida, primero con Yoni Zea y luego con el Presidente – Títere Luis Fernando Ospina (como Duque y Uribe), dizque por falta de plata acabaron con las principales actividades institucionales e históricas del sindicato, tales como:
- La fiesta de integración del magisterio antioqueño en el mes de noviembre de cada año, con la asistencia de mas de 10.000 educadores por evento, con artistas de primera categoría y la participación de los maestros artistas de todo género.

- La fiesta de los niños hijos de maestros en el mes de noviembre de cada año, con la participación de centenares de niños, con programas artísticos y regalos a bordo.
- La Maratón Luis Felipe Vélez en el mes de agosto de cada año, como un homenaje a nuestro presidente de Adida asesinado el 25 de agosto de 1987.

- El Periódico Adida Informa, salía bimestral o trimestralmente y le llegaba a los 22.000 maestros asociados hasta los rincones más alejados del departamento.

- El Correo Pedagógico, con una edición periódica y actualizada con temas actualizados en materia educativa, científica, didáctica, etc.

- Los grupos artísticos de música, danza, aeróbicos, ajedrez, artesanías, etc.
- El CEID, es solo un remedo de lo que fue en otros tiempos, ya no protagoniza en ninguna actividad pedagógica o educativa.

- La Comisión Jurídica, es solo un retazo de lo que fue en otrora, por las cuotas politiqueras de los directivos que administran a Adida, botaron a los mejores abogados – maestros que se habían formados “al fragor de las luchas del magisterio”, ahora “ni suenan ni relampaguean”, ni escriben ni opinan sobre temas jurídicos relacionados con los derechos de los maestros, son solo “unos cobra honorarios” y nada nuevo aportan a los maestros.
EL CARTEL DE LA IGNOMINIA EN ADIDA.

La situación de profunda crisis que hoy vive nuestro querido y amado sindicato convertido en una CASA DE NEGOCIOS de demanditis a los cuatro vientos, estafas a los maestros y trabajadores en proyectos de viviendas ficticios, ofrecimientos de títulos y curso con Universidades piratas, defraudaciones a las finanzas de ADIDA, firma de muertos para cobrar auxilios solidarios por muerte,  seudo dirigentes arrodillados a los gobernantes (por ocupar cargos burocráticos en el gobierno), convertir a Adida en “su modus vivendi”, vacunas a acreedores y proveedores de Adida, negocios de familia para rotarse los periodos en la Junta directiva (el Diablo y su conyugue), imposición  de familiares en los empleos de Adida (¿o no Yoni Zea) entre otras, tienen nombres propios y todo el mundo lo sabe, pero lo callan y no lo sacan a la palestra pública, dizque POR RESPETO A LA INSTITUCIONALIDAD, lo cual no es más que alcahuetear la vagabundería en la organización sindical y ese CARTEL lo componen claramente: 
-Luis Fernando Ospina Yepes – Presidente (Su candidata a la Junta Directiva es Sandra Roldan N° 21).  
- Iván Darío Castro – Veedor de Derechos Humanos – Candidato a la Junta Directiva de Adida N° 05 ¡QUE DESCARO!   
- Hans Mariaga Cruz – Director Departamental de Educación Rural (Su candidato a la Junta Directiva es Rodrigo Alberto Vásquez N° 23). 
- Yoni Zea (Su candidato a la Junta Directiva es Robert Miguel Petro N° 17). 
- Rosalba Vasco Marulanda – Directiva – Candidata a la Cut – Antioquia.
- Billians Asprilla – Directivo - Candidato a la Junta Directiva N° 19.  

- Hamilton Palacio – Tesorero – Candidato a la Junta Directiva N° 08.
      ¡MAESTRO LEVÁNTATE Y GRITA NI UN VOTO POR ELLOS ¡

                          ¡PIENSA, LIBERATE Y PROTESTA¡

Hagámoslo, como un homenaje y en honor a los líderes del magisterio antioqueño que ofrendaron sus vidas por las causas y derechos de los docentes entre ellos: El inolvidable Luis Felipe Vélez – Presidente asesinado en 1987, Rafael Atehortúa, Froilán Peláez, Gustavo Mira, Ángel Amable, Álvaro Restrepo, el Negro Clirio, Marisela y 300 más, acribillados por el estado, siempre lucharon por una ADIDA, ¡FIRME, LUCHADORA Y ALTANERA!.

ESPERE PRONTO EL DOCUMENTO:

MAESTROS ANTIOQUEÑOS CONOZCAN USTEDES QUIENES CON LOS VERDADEROS CULPABLES DE LA PERDIDA DEFINITIVA DE LAS PRIMAS DEPARTAMENTALES …. POR SUS ANCIAS DE NEGOCIOS Y PLATA.
                                          ¡DENUNCIA PÙBLICA!
